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INCUMPLIMIENTO 

DE CONTRATO 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 

Juez Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a   16 de abril de 2021. 

Comparece la Asociación de Residentes del Condominio La 

Monserrate (Asociación de Residentes o apelante) mediante recurso 

de apelación. Nos solicitan la revocación de la Sentencia parcial 

emitida el 1 de octubre del 2020 y notificada el 5 del mismo mes y 

año. Mediante la referida Sentencia parcial el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI) resolvió que la apelante presentó una causa de acción 

al amparo de la Ley Núm. 247-2018 y la desestimó.  

Por los fundamentos que exponemos y discutimos a 

continuación, revocamos la Sentencia parcial apelada.  

I.  

 El 10 de septiembre de 2019, la Asociación de Residentes 

presentó Demanda por incumplimiento de contrato contra su 

aseguradora Triple S Propiedad, Inc. (Triple S o apelada).1 Alegó que 

suscribió la póliza de seguro CP81089714, la cual aseguraba la 

propiedad “Edificio #1 – Four (4) stories all concrete building, 

 
1 Demanda, págs. 1-9 del apéndice del recurso.  
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occupied as residential apartments”. 2  Sostuvo que la propiedad 

asegurada sufrió daños a causa del huracán María, razón por la cual 

presentó una reclamación ante la apelada.3 No obstante, arguyó que 

esta última se negó a cumplir con sus obligaciones contractuales.4 

En específico, señaló que la apelada omitió considerar daños 

cubiertos por la póliza y que subvaloró el costo de la reparación.5 

Además, aseveró que la apelada incurrió en prácticas desleales, 

mala fe y dolo.6  

 Así, como primera causa de acción presentó una reclamación 

por incumplimiento de contrato y solicitó una suma no menor de 

$250,000.00 por los daños que sufrió la propiedad asegurada, 

$100,000.00 –o más– por los daños sufridos por los titulares de la 

propiedad y $3,000.00 –o más– por la remoción de escombros.7 

Como segunda causa de acción, reclamó $275,000.00 en concepto 

de daños contractuales –por la pérdida de ingresos y angustias 

mentales– al amparo de los Artículos 1210, 1054 y 1060 del Código 

Civil de 1930.8  

 Por su parte, el 2 de marzo de 2020, Triple S presentó 

Contestación a demanda.9  Mediante esta, la apelada aceptó que 

expidió una póliza de seguro a favor de la apelante y que esta última 

presentó una reclamación en virtud de dicha póliza.10 Sin embargo, 

negó las alegaciones relacionadas con el incumplimiento de 

contrato, mala fe y dolo.11  

 Posteriormente, el 7 de julio de 2020, la apelada presentó 

Solicitud de desestimación por no haber cumplido con el Artículo 

 
2 Íd., pág. 2. 
3 Íd., pág. 3. 
4 Íd.  
5 Íd., pág. 4.  
6 Íd. 
7 Íd., pág. 6. 
8 Íd., pág. 8. 
9 Contestación a demanda, págs. 10-15 del apéndice del recurso.  
10 Íd., pág. 12. 
11 Íd., pág. 14. 
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27.164 del Código de Seguros de Puerto Rico.12 En primer lugar, 

alegó que la reclamación presentada por la Asociación de Residentes 

no cumplía con los requisitos de la Ley Núm. 27.164 del Código de 

Seguros de Puerto Rico.13 Lo anterior, debido a que, según el referido 

estatuto, antes de presentar una acción por violación a sus 

disposiciones el demandante debía notificarle por escrito al 

Comisionado de Seguros y a la aseguradora sobre la violación.14 Sin 

embargo, Triple S afirmó que no recibió dicha notificación.15 Por tal 

razón, solicitó la desestimación de la reclamación.16 

 En respuesta, el 3 de agosto de 2020, la Asociación de 

Residentes presentó Oposición a moción de desestimación. 17  En 

primer lugar, argumentó que la defensa sobre falta de notificación 

había sido renunciada ya que no se presentó en la alegación 

responsiva.18 Por otro lado, sostuvo que la reclamación no solicitó 

remedios al amparo de la Ley Núm. 247-2018 sino en virtud del 

Código Civil de Puerto Rico, por lo tanto, no era necesario cumplir 

con el requisito de notificación.19 En la alternativa, informó que sí 

cumplió con el requisito de notificación ya que el 29 de noviembre 

de 2018 envió una carta a la apelada informándole sobre el litigio.20 

Además, aseveró que el 9 de septiembre de 2019 envió el formulario 

correspondiente al Comisionado de Seguros.21  

 El 13 de agosto de 2020, el apelado presentó Réplica a moción 

en oposición a desestimación. 22  En síntesis, alegó que: (1) la 

oposición a la desestimación se presentó fuera del término de veinte 

 
12 Solicitud de desestimación por no haber cumplido con el Artículo 27.164 del 
Código de Seguros de Puerto Rico, págs. 16-20 del apéndice del recurso.  
13 Íd., pág. 16. 
14 Íd., pág. 18. 
15 Íd. 
16 Íd., pág. 20. 
17 Oposición a moción de desestimación, págs. 21-35 del apéndice del recurso.   
18 Íd., pág. 21. 
19 Íd. 
20 Véanse págs. 38-39 del apéndice del recurso.  
21 Véanse págs. 41-43 del apéndice del recurso. 
22 Réplica a moción en oposición a desestimación, págs. 44-53 del apéndice del 

recurso.  
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(20) días; (2) el formulario suscrito el 9 de septiembre de 2019 no 

cumplió con las disposiciones de la Ley Núm. 247-2018, ya que sólo 

se le envió al Comisionado de Seguros; y (3) el apelante no tenía 

derecho a escoger bajo qué fuente de derecho presentar su 

reclamación. 23  Posteriormente, el 24 de agosto de 2020, la 

Asociación de Residentes presentó Dúplica a réplica a oposición a 

desestimación.24 Reiteró que: (1) la defensa de falta de notificación 

quedó renunciada debido a que no se presentó en la alegación 

responsiva; y (2) el hecho de que la Demanda mencionara el Código 

de Seguros no implicaba que se presentó al amparo de dicho 

estatuto.25 

 Atendidos los argumentos de las partes, el 1 de octubre de 

2020 –notificada el 5 del mismo mes y año– el TPI emitió Sentencia 

parcial. 26  Mediante esta, el foro primario, dando por ciertas las 

alegaciones bien hechas en la demanda, a la luz de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, infra, resolvió que la Demanda sí contenía una 

reclamación en virtud de la Ley Núm. 247-2018, ya que en los 

párrafos 19 y 20 había una alegación expresa sobre prácticas 

desleales.27 Sin embargo, debido a que la apelante aseveró que la 

causa de acción era únicamente por incumplimiento de contrato, 

dolo y mala fe –al amparo del Código Civil– entendió que no era 

necesario resolver la controversia sobre falta de notificación y ordenó 

el archivo de las causas de acción relacionadas con la Ley Núm. 247-

2018.28  

 Inconforme con la determinación del TPI, el 13 de octubre de 

2020, la Asociación de Residentes presentó una moción solicitando 

 
23 Íd.  
24 Dúplica a réplica a oposición a desestimación, págs. 54-61 del apéndice del 

recurso. 
25 Íd. 
26 Sentencia parcial, págs. 63-68 del apéndice del recurso.  
27 Íd., pág. 67. 
28 Íd., pág. 68. 
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reconsideración.29 En específico, la apelante señaló que la Sentencia 

parcial emitida debía aclarar que la desestimación era sin 

perjuicio.30 Lo anterior, debido a que, según la Regla 39.2 y 42.3, el 

no aclararlo conllevaba a que la desestimación fuese con perjuicio.31 

En la alternativa, reiteró que no procedía ordenar la desestimación 

–con perjuicio– de una reclamación en virtud de la Ley 247-2018, 

debido a que la Demanda no contenía una reclamación al respecto.32 

Posteriormente, el 26 de octubre de 2020, Triple S presentó su 

oposición a solicitud de reconsideración.33  

 Atendida la solicitud de reconsideración, el 27 de octubre de 

2020, fue declarada no ha lugar. 34  En consecuencia, el 30 de 

noviembre de 2020, la Asociación de Residentes presentó este 

recurso de apelación y le imputó al foro primario la comisión de los 

siguientes errores: 

ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR TRAS RECONOCERLE A 
LA APELANTE QUE SU CAUSA DE ACCIÓN ES UNA POR 
INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL, INTERPRETA QUE 
LOS PÁRRAFOS 19 Y 20 DE LA DEMANDA CONSTITUYEN 
UNA CAUSA DE ACCIÓN BAJO LA LEY 247-2018 Y POR 
ENDE DESESTIMA CON PERJUICIO UNA CAUSA DE 
ACCIÓN QUE NO FUE RECLAMADA EN LA DEMANDA.  
 
ERRÓ EL TPI AL DENEGAR LOS ARGUMENTOS BAJO LA 
REGLA 6.3 DE PROCEDIMIENTO CIVIL DE 2009 EN 
CUANTO A LA RENUNCIA DE LAS DEFENSAS 
AFIRMATIVAS POR ENTENDER QUE LA CAUSA DE 
ACCIÓN INSTADA POR LA APELANTE ERA UNA DE 
ÍNDOLE CONTRACTUAL Y NO BAJO LA LEY 247-2018, 
PARA LUEGO CONCLUIR QUE DENTRO DE LA DEMANDA 
EXISTÍAN ALEGACIONES BAJO ESTA DISPOSICIÓN DE 
LEY Y DESESTIMANDO LAS MISMAS.  
 

 Luego de concederle término para ello, el 11 de enero de 2021, 

Triple S presentó su oposición al recurso.  

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes, a la luz del 

derecho aplicable, resolvemos.  

 
29 Reconsideración de sentencia parcial para aclarar que la misma es sin perjuicio, 

págs. 69-73 del apéndice del recurso.  
30 Íd., pág. 69-70. 
31 Íd., pág. 69. 
32 Íd., pág. 70. 
33  Oposición a solicitud de reconsideración, págs. 129-132 del apéndice del 

recurso.  
34 Notificación, pág. 33 del apéndice del recurso.  
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II.  

-A- 

 La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, permite que un 

demandado solicite que se desestime la demanda en su contra 

cuando, entre otras cosas, esta no exponga una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio. Al respecto, el Tribunal 

Supremo ha resuelto que al resolver una moción de desestimación 

los tribunales están obligados a dar por ciertas y buenas todas las 

alegaciones fácticas de la demanda presentada. Torres, Torres v. 

Torres et al., 179 DPR 481, 501 (2010). Así, el promovente de la 

moción tiene que demostrar con toda certeza que el demandante no 

tiene derecho a remedio alguno bajo ningún estado de hechos que 

pueda ser probado en apoyo de su reclamación, aun interpretando 

la demanda de la forma más liberal posible a favor del demandante. 

Pressure Vessels PR v. Empire Gas PR, 137 DPR 497, 505 (1994). En 

cuanto a la interpretación, R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de 

Puerto Rico, Derecho Procesal Civil, 6ta ed., Puerto Rico, Lexisnexis, 

2017, págs. 287-288, explica que “[t]odas las alegaciones se 

interpretarán con el propósito de hacer justicia”. Lo anterior quiere 

decir que “no se interpretarán en tal forma que se requieran 

aseveraciones técnicas o frases sacramentales, sino que se 

considerarán liberalmente al interpretarse, tomando todos los 

hechos en conjunto y determinando en esa forma si surge una 

reclamación o defensa válida”. Íd. En fin, para que proceda una 

moción de desestimación “se debe ser sumamente liberal 

concediéndose únicamente cuando de los hechos alegados no puede 

concederse remedio alguno a favor del demandante”. Torres, Torres 

v. Torres et al., supra, pág. 502. 

-B- 

Una alegación es un escrito mediante el cual una parte 

presenta los hechos en que apoya o niega su reclamación o defensa. 
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Conde Cruz v. Resto Rodríguez et al., 2020 TSPR 152, 205 DPR __ 

(2020), Op. de 10 de diciembre de 2020, citando a Hernández Colón, 

op. cit., pág. 279. Su propósito es “notificar a grandes rasgos cuáles 

son las reclamaciones y defensas de las partes”. Torres, Torres v. 

Torres et al., supra, pág. 501; Pressure Vessels PR v. Empire Gas PR, 

supra, pág. 505. Según la Regla 6.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, una alegación mediante la cual una parte solicite un remedio 

debe contener: (1) una relación sucinta y sencilla de los hechos 

demostrativos de que la parte peticionaria tiene derecho a un 

remedio, y (2) una solicitud del remedio a que crea tener derecho.  

Así, la demanda debe contener alegaciones simples, concisas y 

directas de la reclamación. J. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Publicaciones JTS, 2011, pág. 

388, citando a Davis c. Ruby Foods Inc., 269 F3d 818 (7th Cir. 2001).  

-C- 

En Puerto Rico, el negocio de seguros está investido de un alto 

interés público, por ello ha sido reglamentado extensamente por el 

Estado. Natal Cruz v. Santiago Negrón et al., 188 DPR 564, 575 

(2013); Molina v. Plaza Acuática, 166 DPR 260, 266 (2005). La Ley 

Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según enmendada, conocida 

como Código de Seguros de Puerto Rico, 26 LPRA sec. 101 et 

seq., y el Código Civil –de manera supletoria– son las leyes que 

rigen las prácticas y requisitos de la industria de seguros. 

(Énfasis nuestro). Natal Cruz v. Santiago Negrón et al., supra, pág. 

575; Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. PR, 144 DPR 425, 442 

(1997). Respecto al Código Civil, este es una fuente de derecho 

supletorio al interpretar correctamente un contrato de seguro. SLG 

Francis-Acevedo v. SIMED, 176 DPR 372, 386 (2009).  

El Artículo 1.020 del Código de Seguros de Puerto Rico, 26 

LPRA sec. 102 define el contrato de seguros como “el contrato 

mediante el cual una persona se obliga a indemnizar a otra o a 
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pagarle o a proveerle un beneficio específico o determinable al 

producirse un suceso incierto previsto en el mismo”. La relación 

entre una aseguradora y su asegurado es de naturaleza contractual 

y se rige por lo pactado en el contrato de seguro. López v. Atlantic 

Southern Ins. Co., 158 DPR 562, 568 (2003). Así, “los contratos de 

seguro, al igual que todos los contratos, constituyen en estricto 

derecho la ley entre las partes, siempre y cuando cumplan con los 

requisitos de los contratos en general: consentimiento de los 

contratantes, objeto cierto y causa de la obligación que se genera”. 

SLG Francis-Acevedo v. SIMED, supra, pág. 386.  

 La Asamblea Legislativa enmendó el Código de Seguros de 

Puerto Rico, 26 LPRA secs. 101 et seq. mediante la aprobación de la 

Ley Núm. 247-2018. Según su Exposición de Motivos, la Ley Núm. 

247-218 se promulgó debido al mal manejo, retrasos y reiteradas 

violaciones a las disposiciones del Código de Seguros de Puerto Rico, 

supra, por parte de las aseguradoras en las reclamaciones instadas 

por los asegurados tras el paso de los huracanes Irma y María.35 A 

tono con lo anterior, la Ley Núm. 247-2018, entre otras cosas, 

añadió el Artículo 27.16436 al Código de Seguros de Puerto Rico, 

supra, el cual dispone de remedios y protecciones civiles adicionales 

a la ciudadanía en caso de que las aseguradoras incumplan con sus 

obligaciones.  El referido Artículo establece que:  

(1) Cualquier persona podrá incoar una acción civil contra 
una aseguradora de haber sufrido daños a consecuencia 
de: 
 

a. Violaciones por parte de las aseguradoras bajo 
cualesquiera de las siguientes disposiciones de 
esta Ley: 
 

i. Artículo 11.270. — Limitación de 
cancelación por el asegurador. 
 

ii. Artículo 27.020. — Competencia desleal; 
prácticas injustas y engañosas, 
prohibidas. 
 

 
35 Véase Exposición de Motivos de la Ley Núm. 247-2018.  
36 26 LPRA sec. 2716d. 



 
 

 
KLAN202000974    

 

9 

iii. Artículo 27.030. — Tergiversación, 
prohibida. 
 

iv. Artículo 27.040. — Obligación de 
informar cubierta; copia de póliza. 
 

v. Artículo 27.050. — Anuncios. 
 

vi. Artículo 27.081. — Prácticas prohibidas 
en los seguros de propiedad. 

 

vii. Artículo 27.130. — Diferenciación 
injusta, prohibida. 

 

viii. Artículo 27.141. — Designación de 
agente o asegurador favorecido; coerción 

de deudores. 
 

ix. Artículo 27.150. — Notificación de la 
reclamación. 

 

x. Artículo 27.160. — Tráfico ilegal de 
primas. 

 

xi. Artículo 27.161. — Prácticas desleales 
en el ajuste de reclamaciones.  

 

xii. Artículo 27.162. — Término para la 
resolución de reclamaciones. 

 
b. Por la comisión de cualesquiera de estos actos por 

las aseguradoras cubiertas bajo esta Ley: 
 

i. No intentar resolver de buena fe las 
reclamaciones cuando, bajo un análisis 
de la totalidad de las circunstancias, 
podría y debería haberlo hecho, así como 
cuando no actúa justa y honestamente 
hacia su asegurado y en consideración 
de sus intereses; 
 

ii. Realizar pagos de reclamaciones a 
asegurados o beneficiarios que no vayan 
acompañados de una declaración escrita 
que establezca la cubierta bajo qué se 
están realizando los pagos; o 

 

iii. Al no resolver las reclamaciones con 
prontitud, cuando sea clara la 
responsabilidad de la aseguradora bajo 
los términos de una de las secciones de 
cubierta de la póliza de seguro con el fin 
de influir en los asentamientos bajo 
otras porciones o secciones de la 
cubierta bajo la póliza de seguro. 
 

[…] 
 
(6) El recurso civil especificado en este Artículo no 
sustituye cualquier otro recurso o causa de acción 
prevista en virtud de cualquier otro estatuto o de 
conformidad con las leyes de Puerto Rico o las leyes 
federales aplicables. Cualquier persona podrá 
reclamar bajo las disposiciones generales referente a 
materia de contratos o derecho extracontractual o 
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daños y perjuicios, según contemplados en el Código 
Civil de Puerto Rico. Sin embargo, los tribunales o foros 
adjudicativos están impedidos de procesar y adjudicar 
ambos recursos o causas de acción. Los daños 
recuperables de conformidad con este Artículo incluirán 
aquellos daños que son un resultado razonablemente 
previsible de una violación específica de este Artículo por 
la aseguradora autorizada y puede incluir una 
adjudicación o juicio por un monto que exceda los límites 
de la póliza. (Énfasis y subrayado nuestro). 

III.  

 En este caso, la Asociación de Residentes nos solicita que 

revoquemos la Sentencia parcial emitida el 1 de octubre de 2020 y 

notificada el 5 del mismo mes y año. En específico, argumenta que 

el TPI se equivocó al interpretar que la Demanda contenía una 

reclamación al amparo de la Ley Núm. 247-2018. Además, arguye 

que el foro primario erró al desestimar con perjuicio una causa de 

acción que no fue reclamada en la Demanda. Por otro lado, alega 

que el TPI no actuó correctamente al no considerar su defensa, en 

cuanto a que Triple S renunció a la defensa de falta de notificación, 

por entender que la causa de acción instada era de índole 

contractual, y luego resolver que existía una reclamación al amparo 

de la Ley Núm. 247-2018.  

Por su parte, Triple S alega que los errores planteados por la 

apelante no fueron considerados por el TPI ya que no fueron 

alegados en la solicitud de reconsideración. Por ello, arguye que no 

debemos atenderlos. Por otro lado, en cuanto al primer 

señalamiento de error, plantea que las alegaciones incluidas en los 

párrafos 19 y 20 de la Demanda constituían una reclamación al 

amparo de la Ley Núm. 247-2018. Además, señala que el TPI no se 

equivocó al reconocerle dicha reclamación a la apelante y, 

posteriormente, a solicitud de esta última en sus escritos de 

oposición, desestimarla. Respecto a la renuncia de la defensa de 

falta de notificación, aduce que la controversia se tornó académica 

ya que la Asociación de Residentes afirmó que su reclamación se 

hizo al amparo del Código Civil y no de la Ley Núm. 247-2018. En 
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la alternativa, indica que no renunció a dicha defensa ya que en su 

contestación a la demanda alegó que la demanda no exponía una 

reclamación que justificara la concesión de un remedio.  

En primer lugar, en cuanto a alegación de que la Asociación 

de Residentes presentó argumentos en apelación que no fueron 

considerados por el TPI, debemos aclarar que los dos (2) errores 

planteados por la apelante fueron alegados y discutidos en sus 

mociones de oposición a la solicitud de desestimación. Además, en 

cuanto al primer error señalado, del contenido de la solicitud de 

reconsideración se desprende que la apelante alegó que no procedía 

la desestimación de una reclamación al amparo de la Ley Núm. 247-

2018, ya que la totalidad de su reclamación se hizo en virtud del 

Código Civil.37 Por tal razón, contrario a lo alegado por Triple S, 

procede que atendamos la controversia planteada ante nuestra 

consideración.  

Por otro lado, nos parece pertinente destacar que la Regla 10.2 

de Procedimiento Civil, supra, permite que un demandado solicite la 

desestimación de la demanda en su contra cuando, entre otras 

cosas, esta deje de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio. Al resolver la solicitud de desestimación 

bajo este fundamento, el tribunal deberá dar por ciertos todos los 

hechos bien alegados en la demanda y deberá interpretarla de la 

manera más favorable al demandante. Así, sólo procederá la 

desestimación de la reclamación cuando el demandado demuestre 

con toda certeza que el demandante no tiene derecho a remedio 

alguno bajo cualquier estado de derecho que pueda ser probado en 

apoyo de su reclamación.  

En este caso, el foro primario desestimó la causa de acción 

que entendió presentada –al amparo de la Ley Núm. 247-2018– ya 

 
37 Véase pág. 70 del apéndice del recurso.  
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que, según la Regla 10.2(5) de Procedimiento Civil, supra, la 

demanda dejó de exponer una reclamación que justificara la 

concesión de un remedio. Sin embargo, no realizó el análisis 

requerido para desestimar la demanda por dicho fundamento. Al 

respecto, el TPI expresó que, a base de la argumentación y postura 

de la Asociación de Residentes negando la existencia de una 

reclamación al amparo de la Ley Núm. 247-2018, resultaba 

innecesario analizar la controversia sobre falta de notificación – 

razón por la cual se solicitó la desestimación de la demanda– y 

procedió a desestimar la reclamación que entendió presentada. No 

coincidimos con dicho proceder y resulta necesario que aclaremos 

varios asuntos al respecto.  

La Regla 10.2(5) no se utiliza para desestimar una causa de 

acción que el tribunal entiende que se presentó a pesar de que el 

demandante lo niegue. Dicho fundamento se utiliza para desestimar 

una reclamación cuando el demandado establezca con toda certeza 

que el demandante no tiene derecho a remedio alguno bajo cualquier 

estado de derecho que pueda ser presentado en apoyo a su 

reclamación. Reiteramos que en este caso el TPI no realizó dicho 

análisis, sino que simplemente desestimó una causa de acción que 

creyó presentada y, al parecer, entendió “desistida” por el hecho de 

que el apelante negara que la presentó. Si el tribunal entendió que 

la Demanda contenía una causa de acción al amparo de la Ley Núm. 

247-2018 –lo cual resolvemos en la negativa– debió resolver la 

controversia sobre falta de notificación, y a base de dicho análisis 

resolver si procedía o no la desestimación de la reclamación. Ahora 

bien, luego de analizar en conjunto las alegaciones de la Demanda, 

adelantamos que, contrario a lo resuelto por el TPI, la Asociación de 

Residentes no presentó una reclamación al amparo de la Ley Núm. 

247-2018. Veamos.  
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Según explicamos en la exposición del derecho, una alegación 

–en este caso la demanda– es un escrito mediante el cual una parte 

presenta los hechos en que apoya su reclamación. Según las Reglas 

de Procedimiento Civil, supra, una alegación mediante la cual se 

solicite un remedio debe contener una relación sucinta y sencilla de 

los hechos demostrativos de que la parte tiene derecho a un remedio 

y, además, debe contener el remedio que reclama. Su propósito es 

notificar, a grandes rasgos, cuáles son las reclamaciones del 

demandante. Al respecto, en su Sentencia parcial, el TPI resolvió que 

las alegaciones 19 y 20 de la Demanda, sobre prácticas desleales, 

constituían una reclamación al amparo del Art. 27.164 del Código 

de Seguros de Puerto Rico, supra. No coincidimos con dicha 

interpretación. Nos explicamos. 

La Ley Núm. 247-2018 se aprobó con el propósito de crear 

protecciones adicionales para los asegurados que sufren daños 

debido al incumplimiento de las aseguradoras. Conforme a dicho 

propósito, el Artículo 27.164 del Código de Seguros de Puerto Rico, 

supra, permite que un asegurado presente una acción civil y reclame 

daños por, entre otras cosas, las prácticas desleales de su 

aseguradora. No obstante, según aclara el propio artículo, el 

remedio provisto por la aludida disposición legal no sustituye 

cualquier otro remedio o causa de acción prevista en virtud de 

cualquier otro estatuto. Así, explica que el asegurado puede 

reclamar bajo las disposiciones generales referente a materia de 

contratos o responsabilidad extracontractual contempladas en el 

Código Civil.  

Al evaluar la Demanda en su totalidad, notamos que la 

Asociación de Residentes alegó que la apelada: (1) se negó a cumplir 

sus obligaciones contractuales, entre las cuales se encontraba el 

deber de proveer una compensación justa por los daños que sufrió 

la propiedad; (2) incumplió con los términos y condiciones de la 
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póliza, donde se obligó a pagar el costo de reparación de la propiedad 

asegurada causados por tormenta de viento o huracán; (3) se negó 

a considerar daños que estaban cubiertos por la póliza; (4) actuó con 

mala fe y dolo e incurrió en prácticas desleales al incumplir con los 

términos del contrato; y (5) era responsable por los daños que se 

derivaran de su incumplimiento de contrato.38 Además, notamos 

que la apelante específicamente presentó dos (2) causas de acción. 

Como primera causa de acción, reclamó incumplimiento de contrato 

y solicitó una indemnización de $250,000.00 por los daños que 

sufrió la estructura, $100,000.00 para el pago de las pérdidas en las 

unidades individuales de los titulares y $3,000.00 por la remoción 

de escombros.39 Como segunda causa de acción, la Asociación de 

Residentes reclamó daños y perjuicios por sufrimientos y angustias 

mentales al amparo de los Artículos 1210, 1054 y 1060 del Código 

Civil. Por lo anterior, solicitó una indemnización de $275,000.00.40 

Es decir, de sus reclamos no surge que la apelante solicitara daños 

en virtud del Artículo 27.164 del Código de Seguros de Puerto Rico, 

supra, añadido por la Ley Núm. 247-2018. Por el contrario, según lo 

permite Código de Seguros de Puerto Rico, supra, la apelante 

presentó una reclamación al amparo de las disposiciones del Código 

Civil.  

Nos parece meritorio destacar que el hecho de que el párrafo 

20 de la Demanda mencionara el Artículo 27.161 Código de Seguros 

de Puerto Rico, supra –el cual detalla lo que constituyen prácticas 

desleales en el ajuste de las reclamaciones– no significa que la causa 

de acción se haya presentado en virtud de la Ley Núm. 247-2018. 

Recordemos que, según explicamos, el Código de Seguros de Puerto 

Rico, supra, es la ley mediante la cual la Asamblea Legislativa regula 

 
38 Demanda, pág. 3-5 del apéndice del recurso.  
39 Íd., págs. 5-6.  
40 Íd., págs. 6-8. 
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los contratos de seguros. Por ello, cualquier reclamación relacionada 

con el incumplimiento de un contrato de seguro deberá regirse por 

dicho estatuto y, de manera supletoria, por el Código Civil. Por 

ejemplo, independientemente de que la causa de acción se presente 

por el Código Civil –incumplimiento de contrato– la definición de 

contrato de seguros estará sujeta a lo establecido en el Artículo 

1.020 del Código de Seguros de Puerto Rico, supra.  

En conclusión, resolvemos que el TPI erró al desestimar una 

reclamación al amparo de la Ley Núm. 247-2018, a pesar de que 

surge de la Demanda que la totalidad de la causa de acción 

presentada por la Asociación de Residentes fue en virtud del Código 

Civil. Resuelto lo anterior, resulta innecesario resolver el segundo 

señalamiento de error de la apelante sobre renuncia de defensa 

afirmativa.  

IV.  

 Por los fundamentos que anteceden, revocamos la Sentencia 

parcial apelada y devolvemos el caso al Tribunal de Primera 

Instancia para que continúe con los procedimientos conforme a lo 

aquí resuelto. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Juez Grana Martínez disiente con opinión escrita. 
 

 
 
 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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Sobre: 
 

INCUMPLIMIENTO 
DE CONTRATO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 

Juez Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 

 
VOTO DISIDENTE DE LA JUEZA GRANA MARTÍNEZ 

 

Coincido con el foro primario en que de las alegaciones de la 

demanda era plausible concluir que se alegaba una causa de acción 

conforme la Ley Núm. 247-2018 sobre mala fe. No obstante, 

habiendo la Asociación de Residentes reiterado que la única causa 

de acción conforme la cual reclamaba era la de incumplimiento de 

contrato, dolo y mala fe, al amparo del Código Civil, era inútil 

resolver la controversia sobre el efecto de la falta de notificación, por 

lo cual ordenó el archivo de la causa de acción relacionada con la 

Ley Núm. 247-2018. 

Discrepo de la opinión mayoritaria cuando concluye que la 

Asociación de Residentes no había presentado una acción acorde 

con la Ley 247-2018. El día antes de la presentación de la Demanda, 

específicamente el 9 de septiembre de 2019, la Asociación de 

Residentes envió el formulario de notificación dispuesto en el Art. 

27.162 de la antedicha ley al Comisionado de Seguros. La radicación 

solo un día antes de la presentación de la Demanda privaba de 

jurisdicción al tribunal para atender un reclamo de mala fe. Así lo 

resolvimos en Consejo De Titulares Del Condominio Vista Verde v. 
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Mapfre Praico Insurance Company, 41  cuando concluimos que “el 

alcance de la notificación sobre el término prescriptivo de la causa 

de acción, así como el propósito de la legislación y sus propios 

términos, nos persuaden a interpretar el carácter jurisdiccional del 

requisito de notificación previo a la presentación de una causa de 

acción conforme la Ley 247-2018, la causa de acción por mala fe en 

contra del asegurador.” Es mi opinión que si la Asociación de 

Residentes no se disponía a presentar un reclamo de mala fe 

conforme el Art. 27.162, no hubiera invertido tiempo y esfuerzo en 

notificar al Comisionado. En cuanto a si la desestimación fue con o 

sin perjuicio, conforme la normativa contenida en la Regla 39.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, considero que la desestimación 

de la causa de acción creada por la Ley 247-2018 fue una sin 

perjuicio, toda vez que el foro primario aun si hubiese interpretado 

que la causa de acción existía, no tenía jurisdicción ante la falta de 

notificación conforme los parámetros del Art. 27.162 de la Ley 247. 

En San Juan, Puerto Rico, a   16 de abril de 2021. 

 

 
Grace M. Grana Martínez 

Jueza del Tribunal de Apelaciones 
 
 

 
41 KLAN202000477. 


